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Resumen 

La presente investigación tuvo como propósito realizar un análisis de la diferencia entre sentencia ejecutoriada y cosa juzgada en el COGEP. La metodología empleada se enmarcó dentro de una investigación bibliográfica-documental, a razón de ello se  accedió a  diversas  plataformas  digitales  de  revistas  indexadas,  bibliotecas  de universidades nacionales e internacionales y portales de órganos de jurisprudencia nacional  donde  se  consultó  diversos  textos  de  la  doctrina  nacional  y  extranjera sobre la materia. Para el análisis de la información recabada, se empleó la técnica de  la  lectura  analítico-interpretativa.  En  líneas  generales,  se  concretan  ciertas diferencias  entre  la  sentencia  ejecutoriada  y  la  cosa  juzgada,  tales  como:  la sentencia ejecutoriada se ejecutará tras cumplir ciertos requisitos de ley como la no existencia de recursos pendientes, por haber transcurrido  el lapso de tiempo establecido  para  interponerlos  u  otros,  mientras  que la  cosa  juzgada  constituye una cualidad especial asignada por la ley a algunas sentencias ejecutoriadas. La cosa juzgada puede presentar categoría material y formal.  De este modo, los efectos de la sentencia ejecutoriada con autoridad de la cosa juzgada material presentan características de ser insusceptible e impone la imposibilidad de la apertura de un nuevo  proceso,  dado  que  pone  fin  a  la  controversia  planteada  en  el  juicio  y,  la sentencia ejecutoriada con autoridad de la cosa juzgada formal, puede llegar a ser puesta  en  duda  o  es  discutible,  en  un    proceso  posterior  para  conseguir  un resultado distinto al alcanzado en el primer juicio en el cual no se llegó a resolver el conflicto satisfactoriamente. 
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Abstract 

The  purpose  of  this  investigation  was  to  carry  out  an  analysis  of  the  difference between an executory sentence and res judicata in the COGEP. The methodology used was framed within a bibliographic-documentary research, as a result of which various digital platforms of indexed journals, libraries of national and international universities  and  portals  of  national  jurisprudence  bodies  were  accessed  where various texts of national doctrine and foreigner on the matter. For the analysis of the information collected, the analytical-interpretive reading technique was used. 

In general terms, certain differences are specified between the executory sentence and res judicata, such as: the executory sentence will be executed after meeting certain legal requirements such as the non-existence of pending appeals, because the period of time established to file them has elapsed or others, while res judicata constitutes a special quality assigned by law to some enforceable sentences. Res judicata may present a material and formal category.  In this way, the effects of the executory  sentence  with  the  authority  of  material  res  judicata  present characteristics of being insusceptible and imposes the impossibility of opening a new process, given that it puts an end to the controversy raised in the trial and, the  executory  sentence  with  the  authority  of  formal  res  judicata,  may  become doubtful or debatable in a subsequent process to achieve a different result than that reached in the first trial in which the conflict was not satisfactorily resolved. 



Keywords: Executory sentence, res judicata, resolution, conflict. 
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INTRODUCCIÓN 

El  ordenamiento  jurídico  ecuatoriano,  se  ha  caracterizado  por  regular  las situaciones  o  requerimientos  de  fondo  y  de  forma  que  debe  tener  toda  decisión judicial, de modo tal que satisfaga las expectativas de las partes interesadas, en consecuencia,  el  juez  o  jueza  como  director(a)  del  proceso,  en  el  ámbito  de  su competencia  y  contemplando  para  ello  los  mecanismos  que  la  misma  ley  de atribuye, están en la obligación de asegurar el cumplimiento en los actos procesales de todas las formalidades inherentes al caso, como garantía de la observancia de la  tutela judicial efectiva de un derecho o interés jurídico, mismo que se protege a través  de  una  sentencia  judicial  firme  o  ejecutoriada  debidamente  motivada, imparcial, efectiva y susceptible de ejecución que resuelva el mérito de la causa. 

A los efectos de las resoluciones de la causa, la sentencia judicial definitiva firme o ejecutoriada, produce la acción o la excepción de cosa juzgada. El Código Orgánico General de Procesos Ecuatoriano (COGEP, 2018) en el numeral 1 del artículo 363 

determina a la sentencia ejecutoriada como título de ejecución, a la vez tiene una disposición legal expresada en el Art. 364 que faculta al Juez o Jueza de primera instancia  a  hacer  ejecutar  lo  ordenado  en  una  sentencia.  La  categoría  de  cosa juzgada  formal,  se  establece  en  el  Art.  99  del  citado  instrumento  legal  de  la siguiente forma: Las sentencias y autos  interlocutorios pasarán en autoridad de cosa juzgada en los siguientes casos: 1. Cuando no sean susceptibles de recurso; 2. Si las partes acuerdan darle ese efecto; 3. Si se dejan transcurrir los términos para interponer un recurso sin hacerlo y; 4. Cuando los recursos interpuestos han sido desistidos, declarados desiertos, abandonados o resueltos y no existen otros previstos por la ley. 

Cabe agregar en cuanto a la sentencia ejecutoriada, para que sea título de ejecución debe  contener  una  obligación,  clara  y  determinada  para  poder  ejecutarla  (Corte Nacional de Justicia, 2018). La cosa juzgada es una figura procesal estrechamente vinculada  a  la  sentencia  ejecutoriada,  desde  el  punto  de  vista  normativo,  se entiende,  la  sentencia  ejecutoriada  como  una  importante  actuación  de  la administración de justicia, cuando se vuelve inmutable y sus efectos surten efectos irrevocables,  adquiere  la  calidad  de  cosa  juzgada  y  sentencia  en  firme  para  su ejecución (Macías, 2023). 
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Debe considerarse que, en la doctrina procesal, la cosa juzgada, se distingue dos situaciones:  la  cosa  juzgada  formal  y  la  sustancial  o  material.  En  el  Derecho procesal  ecuatoriano,  en  especial,  en  los  juicios  ejecutivos,  para  analizar adecuadamente los actos jurídicos que involucran la institución de la cosa juzgada, es  imprescindible  diferenciar  los  alcances  de  la  cosa  juzgada  formal  y  material (Cuesta, Orellana, & Orellana, 2024), habida cuenta que, para los juicios ejecutivos en Ecuador, el recurso de apelación es el único medio en ulterior instancia  que permitiría modificar sentencias definitivas y autos interlocutorios. Esto se debe a la prohibición expresa establecida en el art. 354 del COGEP, (2015) de un posterior análisis a propósito del recurso de casación (Cuesta, 2023). As, el objeto del recurso de  casación  es  corregir  los  posibles  errores  de  derecho  en  la  sentencia,  auto  o providencia de la que se trate (Corte Constitucional del Ecuador, 2014). 

A  partir  de  tales  consideraciones,  la  presente  indagación  tiene  el  propósito  de realizar un análisis de la diferencia entre sentencia ejecutoriada y cosa juzgada en el COGEP, en la consideración qué sobre la sentencia firme o ejecutoriada una de las formas sustanciales del proceso, es justamente, la cosa juzgada. 



CONSIDERACIONES TEÓRICAS 


La sentencia como institución jurídica 

Según las leyes procesales, la sentencia se concibe como la resolución que decide definitivamente  el  pleito  o  causa  en  cualquier  instancia  o  recurso  (Diccionario panhispánico  del  español jurídico,  2023).  Dentro  de  los  doctrinarios extranjeros como (Couture, 2014), la sentencia es, en primer término, un acto jurídico, el cual consiste en que tres agentes del poder público, en el ejercicio de sus facultades y de  sus  deberes,  sumen  voluntades  en  el  sentido  determinada  solución:  la confirmación, la revocación, la reforma a anulación del fallo recurrido (p.307). Por otro lado, Rengel (2003), define la sentencia como “mandato jurídico individual y concreto, creado por el juez mediante el proceso, en el cual se acoge o rechaza la pretensión que se hace valer en la demanda” (p. 287). 

La sentencia es, sin duda, el acto procesal más importante del Juez o Tribunal, y puede definirse como la resolución que, estimando o desestimando la pretensión ejercitada por el actor, según sea o no ajustada al ordenamiento jurídico, pone fin al procedimiento en una instancia o recurso, y una vez que ha adquirido firmeza, 3536 







cierra de manera definitiva la relación jurídica procesal. Se trata, por tanto, de una resolución judicial que, a diferencia de las demás, decide sobre el fondo del asunto planteado, a menos que exista un obstáculo procesal apreciado en la misma que lo impida, en cuyo caso deberá absolver en la instancia (Blanco, 2020). 

Del estudio de la doctrina nacional se constata que la sentencia es la decisión de la o del juzgador acerca del asunto o asuntos sustanciales del proceso (art. 88). La sentencia  se  motivará  expresando  los  razonamientos  fácticos  y  jurídicos,  que conducen a la apreciación y valoración de las pruebas como a la interpretación y aplicación del derecho (art. 89) (COGEP, 2018). La motivación es una garantía y derecho fundamental de los justiciables, a fin de que la actividad jurisdiccional no se  convierta  en  arbitraria  (Corte  Nacional  de  Justicia,  2021-2024,  pág.  22).  De acuerdo con el Art. 269 del (Código de Procedimiento Civil, 2011), la Sentencia es la  decisión del juez acerca  del asunto o asuntos principales del juicio. El citado instrumento legal en su Art. 297, señala: la sentencia ejecutoriada surte efectos irrevocables respecto de las partes que siguieron el juicio o de sus sucesores en el derecho [...]. Para apreciar el alcance de la sentencia, se tendrá en cuenta no sólo la parte resolutiva, sino también los fundamentos objetivos de la misma (p.69). 

Para que se cumpla el criterio de la motivación en las sentencias como garantía del debido proceso, es necesario que exista el cumplimiento de tres requisitos, a saber: razonable, lógica y comprensible. Una decisión razonable es aquella fundada en los principios  constitucionales.  La  decisión  lógica,  implica  coherencia  entre  las premisas  y  la  conclusión,  así  como  entre  ésta  y  la  decisión.  Una  decisión comprensible, debe gozar de claridad en el lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del gran auditorio social, más allá de las partes en conflicto (Consejo de la Judicatura , 2022). 

La  sentencia  es  un  acto  jurídico  que  presenta  una  doble  faceta  de  creación  y ejecución;  en  la  primera  el juez  aplica  la  ley,  creando  la  sentencia, considerada como una norma individual con enunciados prescriptivos para ordenar, prohibir o permitir una determinada conducta en ciertas circunstancias, tal como enseña la doctrina (Ruiz, 2019);  y en la fase de ejecución, se ha dotado al juez de mecanismos por medio de los cuales debe vigilar que lo dispuesto se acate y debe ser consciente de que puede hacer uso de la amenaza o violencia legítima, monopolizada por el poder público, en aras de hacer cumplir las disposiciones judiciales (Ruiz, 2019). 
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En  el  Art.  295,  la  sentencia  ejecutoriada  no  puede  alterarse en  ninguna  de  sus partes, ni por ninguna causa; pero se puede corregir el error de cálculo (Código de Procedimiento Civil, 2011, pág. 68). Por su parte, en el Art. 296,  la sentencia se ejecutoría:  1.  Por  no  haberse  recurrido  de  ella  dentro  del  término  legal;  2.  Por haberse  desistido  del  recurso  interpuesto;  3.  Por  haberse  declarado  desierto  el recurso; 4. Por haberse declarado abandonada la instancia o el recurso; y, 5. Por haberse  decidido  la  causa  en  última  instancia  (Código  de  Procedimiento  Civil, 2011). 

Tales aspectos aportan a la tutela judicial la garantía de que la sentencia cumpla todas y cada una de las exigencias, para obtener respecto a la responsabilidad de Juez o Jueza en ejercicio de sus funciones un debido proceso transparente, cierto, independiente y seguro. 


La sentencia judicial ejecutoriada 

De conformidad con lo dispuesto en el Art. 41 del (Código de Procedimiento Penal, 2013),  la  sentencia  ejecutoriada,  en  materia  penal,  producen  el  efecto  de  cosa juzgada, en lo concerniente al ejercicio de la acción civil, sólo cuando declaran que no  existe  la  infracción  o,  cuando  existiendo,  declaran  que  el  procesado  no  es culpable  de  la  misma.  Por  tanto,  no  podrá  demandarse  la  indemnización  civil derivada  de  la  infracción  penal  mientras  no  exista  una  sentencia  penal condenatoria ejecutoriada que declare a una persona responsable de la infracción. 

La sentencia que no ha sido apelada por ninguna de las partes procesales adquiere la autoridad de cosa juzgada (Pauta, Narváez, Vásquez, & Erazo, 2020). A propósito de la sentencia judicial ejecutoriada como precisa (Couture, E, 1958), citado por (Álvarez,  Harris,  Truffello,  &  Wilkins,  2023)  la  sentencia  tiene  como  efecto fundamental la producción de la cosa juzgada, la que se define como la autoridad y  eficacia  de  una  sentencia  judicial  cuando  no  existen  contra  ella  medios  de impugnación que permitan modificarla. 

Cuando  una  sentencia  adquiere  carácter  definitivo,  la  cosa  juzgada  impide  que dicha decisión pueda ser revisada o modificada, tanto en el mismo proceso como en uno nuevo (Corte Constitucional del Ecuador, 2024). Esto recoge el principio de inmutabilidad  de  las  sentencias  y  los  efectos  del  carácter  definitivo  en  las sentencias expresadas en los artículos 100 y 101 del (COGEP, 2018). 
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La cosa juzgada, es un elemento fundamental del derecho a la seguridad jurídica y  representa  uno  de  los  fines  de  la  administración  de  justicia:  la  resolución definitiva  de  los  conflictos  que  surgen  en  la  sociedad  (Corte  Constitucional  del Ecuador,  2024).  La  cosa  juzgada  es  una  institución  procesal  reconocida  en  el artículo 76 numeral 7 literal i) de la Constitución, bajo el principio del  non bis in ídem,  es decir, “nadie podrá ser juzgado dos veces por la misma causa y materia” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008, pág. 38). 

La  cosa  juzgada  es  una  exigencia  de  tipo  jurídico  que    busca  a  través  de  una sentencia  ejecutoriada,  motivada,  razonada,  congruente  y  justa  la  resolución efectiva  y  en  forma  definitiva  de  cualquier  conflicto  pendiente  que  constituye  la garantía a la tutela efectiva dado a los operadores de Justicia para que, cumplidos los  requisitos  establecidos  en  las  leyes  adjetivas,  puedan  dictar  una  decisión debidamente  fundada  en  el  mérito  del  conocimiento  sobre  el  fondo  del  asunto; quedando a salvo lo relativo a las aclaratorias, correcciones o ampliaciones, sin que estas últimas puedan alterar el fondo de la decisión. 

La  cosa  juzgada  es  la  fuerza  que  el  ordenamiento  jurídico  da  a  los  resultados obtenidos en un proceso y que conlleva que sean inalterables y obligatorios para las  partes,  esto  es,  inatacables  (Blanco,  2020).  La  denominada  cosa  juzgada  es entendida  por  el  autor  (Rengel,  1997)  citado  por  (Toussaint,  2007)  como  la inmutabilidad del mandato que nace de una sentencia, la cual puede distinguirse en  formal  y  material.  Cuando  la  decisión  judicial  no  puede  ser  impugnada directamente en el mismo proceso, se dice que goza de cosa juzgada formal, o de firmeza, según la terminología tradicional (Blanco, 2020). Ahora bien, cuando un resultado  procesal  no  puede  ser  atacado  ni  siquiera  indirectamente,  es  decir, iniciando  un  nuevo  proceso  sobre  la  misma  problemática,  entonces  se  dice  que goza de fuerza de cosa juzgada material. Ambas, cosa juzgada formal y cosa juzgada material, son, por tanto, las dos especies del instituto de la cosa juzgada (Blanco, 2020). 

La cosa juzgada formal y la cosa juzgada material En  doctrina  procesal  se  ha  distinguido  entre  la  cosa  juzgada  formal  y  la  cosa juzgada  material,  se  trata  de  dos  figuras  procesuales  distintas,  aunque  se relacionan,  debe  tomarse  en  cuenta  que  en  el  curso  de  una  causa  procesal,  se pueden  observar  resoluciones  judiciales  que  pueden  ocasionar  tanto  el  efecto 3539 







formal  como  el  material  y  otras  donde  se  produce  solo  efectos  de  cosa  juzgada formal. 

Según  el  argumento  expuesto  en  el  documento  publicado  por  la  (Corte Constitucional  del  Ecuador,  2013),  la  cosa  juzgada  formal  se  refiere  a  la imposibilidad de reabrir el debate en el mismo proceso en que se dictó sentencia debido  a  que  el  pronunciamiento  ha  quedado  firme,  sea  porque  las  partes  han consentido  en  el  mismo  o  porque  se  han  agotado  los  recursos  ordinarios  y extraordinarios que eran admisibles al caso, pero sin que obste a su revisión en un juicio posterior. Esto es, de acuerdo con el autor Román, (2018) que una vez dictada la sentencia, al momento que se convierte en cosa juzgada, no se podrá juzgar a alguien por el mismo hecho dos veces. 

En cuanto a la cosa juzgada material, se produce cuando a la impugnabilidad de la sentencia se agrega la inmutabilidad de la decisión. Esto significa que no puede haber decisión de la misma en un juicio posterior, es decir, queda a salvo al vencido su  derecho  a  promover  a  posteriori,  juicio  de  conocimiento  para  obtener  su modificación,  en  los  términos  que  prescribe  el  artículo  448  del  Código  de Procedimiento Civil (Corte Constitucional del Ecuador, 2013). 

Para  que  exista  cosa  juzgada  deben  concurrir  tres  elementos  y  que  son  los siguientes: 1) La identidad subjetiva o  eaedem personae, esta se produce cuando intervienen  las  mismas  partes  que  siguieron  un  juicio  o  sus  sucesores  en  el derecho;  2)  La  identidad  objetiva  o   eadem  res,  consiste  en  que  se  demanda  la misma  cosa  cantidad  o  hecho, fundándose  además  en  la  misma  causa,  razón  o derecho, y 3) identidad de la causa de pedir o  eadem causa petendi, y es cuando el hecho jurídico material que sirve de fundamento al derecho reclamado debe ser el mismo, igualmente fundándose en la misma causa, razón o derecho, es decir, en palabras más simples es el ¿por qué reclama? (Corte Nacional de Justicia, 2016). 

Distinción entre la sentencia ejecutoriada y el efecto de cosa juzgada La distinción entre el efecto ejecutivo y el efecto de cosa juzgada, ha generado cierta necesidad de diferenciar el proceso donde se invoca la cosa juzgada material, en virtud del cual las sentencias definitivamente firmes dictadas por  el Tribunal de Justicia, pueden producir efecto de cosa juzgada o sean ejecutadas siguiendo los procedimientos establecidos en el ordenamiento jurídico nacional, mediante el cual 3540 







se verifican el cumplimiento de ciertos requisitos materiales para reconocerla, darle eficacia y ejecutoriedad. 

La sentencia solo surte los efectos de cosa juzgada material, cuando se pretende su ejecución, por lo cual, la ejecución de una sentencia permite dar satisfacción a las partes de la contienda judicial, y es a través de acuerdo con la ley del Estado que  se  logra  el  fin  de  todo  proceso.  En  consecuencia,  cuando  se  trata  de  una sentencia  ejecutoriada  es  necesario  que  el  Estado  a  través  de  su  ordenamiento jurídico previamente otorgue un título de ejecutividad a la misma, tal como precisa el artículo 363 del COGEP, numeral 1 (COGEP, 2018). De este modo, la categoría de cosa juzgada material, se encuentra prevista en el Art. 101, mismo que reza: “la sentencia  ejecutoriada  surte  efectos  irrevocables  con  respecto  a  las  partes  que intervinieron en el proceso o de sus sucesores en el derecho...” (COGEP, 2018, pág. 

26). 

En  este  punto,  como  indica  Gil,  (2019),  si  la  sentencia  adquirió  cosa  juzgada material el asunto decidido es irrevisable en un proceso posterior, ya que no puede interponerse  un  nuevo  juicio  entre  las  mismas  partes,  por  el  mismo  objeto  y fundado en la misma causa. 

Por  otro  lado,  la  categoría  de  cosa  juzgada  formal,  se  reconoce  en  el  Art.  99 

entendida  como  tal  en  los  siguientes  casos:  1.  Cuando  no  sean  susceptibles  de recurso; 2. Si las partes acuerdan darle ese efecto; 3. Si se dejan transcurrir los términos  para  interponer  un  recurso  sin  hacerlo  y;  4.  Cuando  los  recursos interpuestos han sido desistidos, declarados desiertos, abandonados o resueltos y no existen otros previstos por la ley. 

Es pertinente resaltar que, la cosa juzgada formal es presupuesto necesario para la existencia de cosa juzgada material, pero no aplica así en sentido contrario, pues de lo expuesto hasta aquí, se evidencia que cuando la sentencia ha adquirido el carácter de cosa juzgada  material, contra sus decisiones no se admite medio de impugnación  alguno.  En  contra  partida,  cuando  los  ordenamientos  jurídicos acogen las sentencias de cosa juzgada formal, se admiten peticiones ante el órgano jurisdiccional correspondiente para la apertura de un nuevo juicio sobre el mismo tema fundado, para el conocimiento de planteamientos relativo a las aclaratorias, correcciones o ampliaciones, que puedan alterar el fondo de la decisión. 
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De  ahí,  cuando  se  concretan  las  razones  de  interés  para  dictar  una  sentencia ejecutoriada que sea no solo favorable, sino también eficaz, la autoridad de la cosa juzgada,  debe  armonizarse  con  la  distinción  entre  cosa  juzgada  formal  y  cosa juzgada material, y de modo garantizar que la decisión se convierta en un mandato de ejecución provista de fuerza, sobre las personas o sobre los bienes; es decir, que la  inmutabilidad  de  su  contenido  pueda  convertirse  en  norma  imperativa vinculante para cualquier jurisdicción y autoridad del país. 




METODOLOGÍA 

El  presente  estudio  se  enmarca  dentro  de  una  investigación  bibliográfica-documental,  en  virtud  de  que,  para  cumplir con  el  propósito  planteado, se  hizo necesario  indagar  en  una  serie  de  documentos  bajo  el  formato  de  trabajos  de investigación,  tales  como  articulas  científicos,  tesis,  leyes  y  sentencias.  La investigación documental o bibliográfica es una técnica de investigación a través de la cual se explora lo que se ha escrito y publicado antes acerca un determinado tema (Zorrilla, 2021). 

En  virtud  que  el  estudio  se  efectuó  a  través  de  una  investigación  bibliográfica-documental,  se  precisó  acceder  a  diversas  plataformas  digitales  de  revistas indexadas, bibliotecas de universidades nacionales e internacionales y portales de órganos  de  jurisprudencia  nacional,  a  fin  de  recopilar  las  diversas  fuentes  de información relacionadas con el tema en estudio que sirvieron de soporte para el desarrollo del presente estudio. 

El  proceso  de  búsqueda  se  ejecutó  de  la  siguiente  manera:  se  consideraron palabras clave como “sentencia ejecutoriada” “cosa juzgada” “cosa juzgada formal” 

y  “cosa  juzgada  formal”;  seguidamente  se  procedió  a  la  selección  de  la documentación  bajo  los  criterios  previamente  establecidos  considerando  los títulos, resúmenes, idioma español, procedencia, año de publicación (2018-2024) se  encontraron  alrededor  de  27  trabajos  y  se  seleccionaron  finalmente  11,    los cuales estaban más cerca de la temática. Las 6 fuentes documentales descartados no  cumplían  el  intervalo  de  año  de  publicación,  el  resumen  poco  relevante,  se consideró que no aportaban información sustancial para la investigación. 

Para  el  análisis  de  la  información  recabada,  se  empleó  la  técnica  de  la  lectura analítico-interpretativa.  De  acuerdo  con  el  autor  Alfonzo,  (1997),  la  lectura 3542 







analítico-interpretativa  permite  llevar  a  cabo  un  proceso  de  análisis  e interpretación  de  la  información,  con  el  objetivo  de  evaluarla  críticamente  y reflexionar sobre los aspectos de interés para la investigación. De forma tal que se pudo concluir sobre algunos elementos de interés planteados como propósitos del presente estudio. 




RESULTADOS 

A  los  efectos  de  establecer  algunos  aspectos  distintivos  entre  la  sentencia ejecutoriada  y la  cosa  juzgada  a  la  luz  del  COGEP,  se  revisaron investigaciones realizadas por diversos autores en universidades nacionales, también se incluyeron algunas  decisiones  adoptadas  por  tribunales  de  Justicia  celebrados  en  las diferentes jurisdicciones del poder judicial del Estado Ecuatoriano. 

En tal sentido, Cuesta, Orellana, & Orellana, (2024) en el documento publicado argumentan: En la esfera del Derecho Procesal ecuatoriano reviste de importancia diferenciar los efectos de la cosa juzgada material con la cosa juzgada formal en los juicios ejecutivos, ante la imposibilidad de volver a proponer acciones por la vía ejecutiva.  La  ausencia  de  legislación,  en  caso  de  proponer  un  juicio  ordinario posterior al ejecutivo, apunta de forma similar a una posible afectación del derecho al debido proceso. 

Así también, Valarezo, Ramón, & Freire, (2024) señalan: El recurso de revisión en Ecuador constituye un mecanismo fundamental para garantizar la supremacía de la Constitución y proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos. 

Este  estudio  tiene  como  objetivo  interpretar  el  recurso  de  revisión  en  Ecuador, analizando  en  profundidad  el  control  constitucional  procesal  intrínseco  y  su alcance material. Las conclusiones señalan que la implementación de la revisión en materia civil es necesaria para corregir injusticias producidas por errores en sentencias.  Además, es beneficioso para el sistema judicial ecuatoriano y para la sociedad en general. 

Por otro lado, Molina, (2023) plantea: Las providencias ejecutoriadas adquieren el carácter de inmutables, no permitiendo su modificación a través de otro proceso  judicial.  Se  analizó  la  normativa  jurídica  nacional  en  relación  a  los recursos  y  la  ejecutoria,  concluyéndose  que  en  el  art.  99,  núm.  3  del  código referido, que establece la condición para que las providencias judiciales pasen 3543 







a ser ejecutoriadas, se utiliza una "remisión tácita" imprecisa, sin embargo, las remisiones a otras disposiciones normativas deben ser claras, precisas y directas. 

se  constataron  como  las  deficiencias  en  la  normativa  sobre  la  ejecutoría  de  las providencias vulnera derechos de los sujetos procesales. La presencia de falencias formales y lingüísticas en el artículo 99 del COGEP, así como la ausencia de una remisión clara y completa a los artículos externos e internos que establecen los términos para interponer recursos, lo cual, a la hora de la interposición de un recurso le pasaría factura a la parte agraviada que tenga la intención de recurrir ante el superior con su reclamo. 

En el documento identificado como (Juicio N° 0133320210842, 2022) se tiene la presentación  de  un  recurso  de  apelación  respecto  a  sentencia  judicial ejecutoriada,  ejecutada,  dentro  de  la  acción  de  habeas  data  N°  01333-2022-10842,  en  el  cantón  Cuenca,  conforme  a  lo  establecido  en  el  art  24  de  la  Ley Orgánica  de  Garantías  Jurisdiccionales  y  Control  Constitucional,  y  siendo  la causa el de resolver: rectificar un error, una gravísima negligencia respecto a un delito de suplantación de identidad de los datos del accionante, referentes al  reconocimiento  de  la  identidad  presente  en  la  sentencia  ejecutoriada, ejecutada,  existió  omisión  por  parte  de  la  institución,  lo  que  da  lugar  a  la vulneración de los derechos del accionante, en este caso se ha dejado expuesto en el sistema informático los datos del accionante sin que él haya sido la persona detenida, procesada y condenada, lo que ha conllevado a manchar su buen nombre y  a  ser  objeto  de  acciones  discriminatorias  en  el  ámbito  laboral. En  ningún momento ha sido parte de un proceso penal, menos aún ha sido condenado por delito alguno. En la decisión del tribunal autorizado, se acepta el recurso de apelación. En  consecuencia,  revoca  la  sentencia  impugnada  y  declara  con lugar la demanda de acción de  habeas data presentada por el demandante. 

En  el  mismo  orden,  el  documento  señalado  bajo  la  denominación  (Juicio  No. 

17371201900575,  2022)  se  presenta:  Recurso  extraordinario  de  casación  en contra de la sentencia dictada por el tribunal de la Sala de lo Laboral de la Corte Provincial  de  Justicia  de  Pichincha, en  concordancia  con  el  artículo  269  del COGEP. La actora manifiesta que, el tribunal de apelación realiza un ligero análisis sobre  la  cosa  juzgada  y  la  Constitución  de  la  República,  concluyendo  que  la empleadora no puede ser juzgada dos veces por la misma causa, dado que, el acta 3544 







de mediación tiene el valor de cosa juzgada. El caso analiza la finalización de la relación  laboral  por  despido  intempestivo.  Suscrita  por  la  actora  como  por  la entidad demandada, se ha calculado la debida liquidación a favor de la actora, lo que  es  acepta  (sic)  por  la  parte  ex  trabajadora.  Determinándose,  además  de  la conformidad con lo convenido, que dicho acuerdo, en el marco de lo dispuesto en el Art. 47 de la Ley de Arbitraje y Mediación, tiene el efecto de cosa juzgada y de sentencia ejecutoriada de última instancia. Lo que nos conduce a afirmar que, la accionante voluntariamente se sometió al procedimiento de mediación, ante el  Centro  de  Mediación  Laboral  del  Ministerio  de  Trabajo.  El  artículo  190  de  la Constitución de la República reconoce la mediación, y sus efectos de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada. Pues, alterar una situación consolidada por un acuerdo  en mediación, implicaría contradecir el derecho a la seguridad jurídica. 

Por  lo  expuesto,  conforme  el  análisis  desarrollado  en  este  fallo, no  prospera  la impugnación en casación, se desestima la transgresión de los artículos 190 y 326 numerales 2, 3 y 11 de la Constitución de la República del Ecuador y del artículo 43 de la Ley de Arbitraje y Mediación; asimismo, en la improcedencia de la infracción del resto de las disposiciones constitucionales y legales invocadas por la recurrente. En tal razón, se rechaza el recurso extraordinario de casación presentado por la accionante al tenor del caso cinco del artículo 268 del COGEP. 

En la misma línea, la publicación devenida del órgano (Corte Nacional de Justicia, 2021)  presenta la  siguiente argumentación: El Art.  347  numeral  7  del COGEP 

dispone  que  es  título  ejecutivo  el  acuerdo  transaccional, por  lo  tanto, tendríamos  que  la  transacción, cualquiera  sea  su  modalidad,  es simultáneamente  título  ejecutivo  y  título  de  ejecución.  Existe  una  gran diferencia entre título ejecutivo y título de ejecución, en el primer caso para hacer efectiva la obligación se debe seguir un proceso ejecutivo ante  una jueza o juez, con la acción y excepciones, prueba y contrapruebas, y la decisión en sentencia; en el segundo caso pasa directamente a ejecutarse sin juicio, y al deudor solo le queda la posibilidad de oponerse. Por lo tanto, existe contradicción entre  las  disposiciones  de  los  Arts.  347.7  y  363.7  del  COGEP,  pues  a  la transacción se le confiere la calidad de título ejecutivo y título de ejecución. 

Por otro lado, en su estudio Ramos, (2021) expresa: la institución de cosa juzgada y la prohibición de doble juzgamiento guardan una estrecha relación,  pero no 3545 







son sinónimos. Así, se entiende que cosa juzgada se configura cuando existe una sentencia  ejecutoriada  dictada en última instancia  y no queden más recursos que interponer o cuando de haber la temporalidad de hacerlo no lo han hecho, es decir la sentencia se ejecutorio y tiene la característica de ser firme e inapelable. 

Mientras que el principio  non bis in ídem o prohibición de doble juzgamiento se considera que nadie puede ser juzgado más de dos veces por el mismo hecho o de manera simultánea en la misma materia. 

Siguiendo la misma dirección, Pauta, Narváez, Vásquez, & Erazo, (2020) dentro de las  conclusiones  de  su  investigación  ponen  de  manifiesto  lo  que  sigue:  Ante  la presentación  de  la  demanda  de  nulidad  de  sentencia  ejecutoriada  se crea  la desconfianza de la institución jurídica de cosa juzgada, institución que es de vital importancia dentro   de un Estado   social de derecho  y justicia  ya que es instrumento mediante el cual  se resuelve la pretensión del actor y del demandado, con el fin  de terminar  un  litigio y  llevar la  tranquilidad  social.  Es menester, destacar que con el estudio se ha demostrado la importancia de la institución de cosa  juzgada,  con  lo  anterior  expuesto, se  determina  que  al  momento  de presentar la nulidad de sentencia ejecutoriada se debe convocar como uno de los legítimos contradictores al juez que dictó la primera sentencia, para no atentar contra la seguridad jurídica. 

Asimismo,  Vinueza,  (2020)  en  su  trabajo  señala  la  forma  de  ejecución  de conformidad con el Código Orgánico General de Procesos como encargado de regular títulos de ejecución a través de los operadores de justicia de la República del Ecuador. Los títulos de ejecución constituyen documentos por los que se exige al deudor el cumplimiento de la obligación de dar, hacer o no hacer.  A través del proceso de ejecución se cumple la exigencia de la tutela judicial efectiva ya que no solo son efectivas las sentencias sino todo tipo de títulos de ejecución. 

Por  otro  lado,   Quintanilla,  (2019)  indica:  En  esta  investigación  se  destaca  el reconocimiento progresivo de los derechos desarrollados en la jurisprudencia de la Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos,  que  ha  permitido  relativizar  el principio del  non bs in ídem en aquellas resoluciones dotadas de la autoridad de cosa juzgada cuando se trata de la búsqueda de la verdad y no impunidad. 

Seguidamente, en su disertación Román, (2018) señala: Se analizan los elementos de la cosa juzgada y cómo por la inobservancia de alguno de ellos, se producen 3546 







errores  en  las  sentencias  ya  firmes  con  carácter  de  cosa  juzgada,  lo  que ocasiona la cosa juzgada fraudulenta, la misma que no está contemplada en la legislación  ecuatoriana.  Sin  embargo,  existen  antecedentes  en  nuestro  país (Ecuador) respecto de la  reapertura  de un caso por haberse configurado la  cosa juzgada fraudulenta. La víctima juega un papel preponderante al momento en que se  configura  la  figura  de  la  cosa  juzgada  fraudulenta  debido  a  que,  si  se  siente perjudicada  por  considerar  que  se  cometieron  injusticias,  tiene  la  facultad  de ejercer y hacer valer sus derechos para conocer la verdad sobre lo sucedido. 

De  la  publicación  emitida  por  la  (Corte  Constitucional  del  Ecuador,  2018)  se presenta el siguiente texto: Recurso de Apelación interpuesto por la accionante, la misma fue objeto de un acto punible, que incluso fue sancionado conforme a la Ley  por  las  Autoridades  pertinente.  En  tal  virtud  y  de  conformidad  con  lo dispuesto en el Art. 82 de la Constitución de la República y Art. 41 del Código de Procedimiento Penal, señala: " Las sentencias ejecutoriadas en los procesos penales, producen el efecto de cosa juzgada, en lo concerniente al ejercicio de la acción  civil, solo  cuando  declaran  que  no  existe  la  infracción  o,  cuando existiendo, declaran que el procesado no es culpable de la misma. Declaran la culpabilidad de la hoy actora por uso doloso de instrumento privado por lo que en aplicación del Art. 41 del Código de Procedimiento Penal. Por lo tanto, mal se puede continuar  con  la  tramitación  de la  causa  al  haberse  probado  jurídicamente  la falsedad ideológica y material del título ejecutivo fundamento de esta causa. .. 

Decisión:  Se  acepta  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  la  actora,  y  se dispone la  devolución  del  proceso  al  juez,  a  fin  de  que  culmine  la  etapa  de ejecución.  

 


DISCUSIÓN 

Después de analizar el contenido de los documentos seleccionados en la pretensión de  dar  cumplimiento  al  objetivo  formulado  en  este  trabajo  investigativo,  es conveniente efectuar  ciertas  precisiones  para  establecer  de  forma  breve algunas diferencias puntuales entre sentencia ejecutoriada y cosa juzgada en el COGEP. 

En primer lugar, la sentencia ejecutoriada en el marco del artículo 363, numeral 1, del COGEP se determina como título de ejecución (COGEP, 2018), mismo que se ejecuta y no tiene la posibilidad oposición con respecto a una de las partes (Corte 3547 







Nacional de Justicia, 2021). La sentencia ejecutoriada garantiza o supone el cierre del juicio que consecuentemente conlleva a una certeza de cosa juzgada (Vinueza, 2020).  Como  expone  Ramos,  (2021)  se  entiende  que  cosa  juzgada  se  configura cuando existe una sentencia ejecutoriada dictada. Igualmente, en el texto emitido por  la  (Corte  Constitucional  del  Ecuador,  2018)  se  señala  que  las  sentencias ejecutoriadas en los procesos penales, producen el efecto de cosa juzgada. 

Es importante tener en cuenta el hecho de que existen ciertas diferencias entre las sentencias  ejecutoriadas  y  la  cosa  juzgada,  pues  tal  como  expresa  Toussaint, (2007) la primera figura jurídica (sentencia ejecutoriada) se cumplirá al no haber recursos pendientes, por no ser otorgadas por la ley o por haber transcurrido el lapso de tiempo establecido para interponerlos, en cambio la otra (cosa juzgada) constituye  una  cualidad  especial  asignada  por  la  ley  a  algunas  sentencias ejecutoriadas. Aunado a  ello, la  referida autora  añade puede aseverarse que, no puede haber una cosa juzgada sin ejecutoria, pero si una sentencia ejecutoriada sin cosa juzgada, por cuanto esta última obliga a las partes y debe ser cumplida, ya  sea  de  forma  voluntaria  o  coactiva,  aun  cuando  no  constituya  cosa  juzgada (Toussaint, 2007). 

Lo anterior puede esclarecerse más tomando en cuenta que la cosa juzgada puede darse bajo dos matices, el primero conocido  cosa juzgada  material y el segundo denominado  cosa  juzgada  formal,  es  así  que  bajo  esta  óptica  las  sentencias ejecutoriadas  pueden  o  no  producir  cosa  juzgada.  De  ahí,  los  autores  Cuesta, Orellana,  &  Orellana,  (2024)  señalan  que  en  la  esfera  del  Derecho  Procesal ecuatoriano  reviste  gran  importancia  diferenciar  los  efectos  de  la  cosa  juzgada material con la cosa juzgada formal en los juicios ejecutivos, ante la imposibilidad de volver a proponer acciones por la vía ejecutiva. Según, el texto emitido por la Corte  Nacional  de  Justicia,  (2021)  el  título  ejecutivo  tiene  como  función  hacer efectiva una obligación y para ello se debe seguir un proceso ejecutivo ante una jueza o juez, con la acción y excepciones, prueba y contrapruebas, y la decisión en sentencia. 

En cuanto a la sentencia ejecutoriada con efecto de la cosa juzgada material, es aquella que aparte de ser insusceptible de ataque directo mediante la interposición de  un  recurso,  también  lo  es  de  ataque  indirecto  a  través  de la  apertura  de  un nuevo proceso (Resolución No. 11-2017, 2017). En consecuencia, la cosa juzgada 3548 







material impone al órgano jurisdiccional que le corresponda conocer de un nuevo proceso el deber de abstenerse de pronunciar una nueva decisión sobre el mérito de la materia controvertida cuando esta sea idéntica a la que fue objeto de litigio en  un  proceso  primigenio  y  resuelta  mediante  sentencia  firme.  Esto  guarda estrecha relación, tal como apunta Ramos, (2021) con el principio  non bis in ídem o prohibición de doble juzgamiento se considera que nadie puede ser juzgado más de dos veces por el mismo hecho o de manera simultánea en la misma materia. 

Este  principio   non  bis  in  ídem  se  encuentra  consagrado  en  el  artículo  76  de  la Constitución de la República del Ecuador (2008). 

Respecto a la sentencia ejecutoriada con efecto de la cosa juzgada formal, existe cuando no obstante ser inimpugnable la sentencia dentro del proceso en el cual se dictó,  existe  la  posibilidad  de  obtener,  en  un  proceso  posterior,  un  resultado distinto al alcanzado en aquél (Resolución No. 11-2017, 2017). 

En consecuencia, la sentencia ejecutoriada con el alcance de los efectos de la cosa juzgada  material  permite  obtener  de  manera  incontrovertida,  exacta  y  en  su contenido perfectamente motivado el punto resolutivo de la causa expuesta y solo queda  atenerse  a  lo  que  ésta  dictamina  quedando  perfectamente  concluido  el asunto  controvertido  satisfactorio  para  las  partes.  En  la  consideración  sobre  la sentencia ejecutoriada en sentido formal pueden darse elementos de duda acerca del  contenido  exacto  de  lo  resuelto  o  de  sus  límites,  y  en  tal  virtud  la  decisión proferida  en  estos  casos  solo  constituye  motivos  para  conseguir  la  revisión  o  la nulidad de la sentencia. 

En  consecuencia,  puede  afirmarse  que  la  sentencia  ejecutoriada  que  goza  de autoridad de cosa juzgada en sentido material es la que pone fin al juicio, así como las decisiones interlocutorias que pueden dictarse durante el proceso para resolver una incidencia. 

La  sentencia  ejecutoriada  de  cosa  juzgada  en  sentido  material  comporta  la característica de irrevocabilidad, de ahí, debe pronunciarse sobre el mérito de la causa  a  objeto  de  decidir  la  controversia  de  forma  definitiva.  La  cosa  juzgada material es la fuerza de que está revestida una resolución judicial cuando no puede ser  atacada  en  otro  proceso.  En  relación  a  ello,  Molina,  (2023)  señala  que  las providencias ejecutoriadas adquieren el carácter de inmutables, no permitiendo su modificación a través de otro proceso judicial. 
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Al respecto, Blanco, (2020) indica que a diferencia de la cosa juzgada formal que produce efectos en el mismo proceso en el que la resolución se dicta, los efectos de la cosa juzgada material, se proyectan hacia exterior, a otros procesos distintos y posteriores, y conlleva que el Juez que conoce de ellos se halle vinculado a lo que sobre el fondo se haya resuelto en el anterior. 

Ahora bien, cuando se incurre en un error procesal es potestativo de los juzgadores subvertir  la  observancia  en  el  cual  incurrió  el  procedimiento.  En  este  sentido, señalan  Valarezo,  Ramón,  &  Freire,  (2024)  el  recurso  de  revisión  en  Ecuador constituye  un  mecanismo  fundamental  para  garantizar  la  supremacía  de  la Constitución  y  proteger  los  derechos  fundamentales  de  los  ciudadanos. 

Igualmente,  sostenido  en  el  texto  del  documento  contentivo  del  Juicio  N° 

0133320210842, (2022) se presentó un Recurso de apelación respecto a sentencia judicial  ejecutoriada,  ejecutada,  dentro  de  la  acción  de   habeas  data,  siendo  la causa el de resolver o rectificar un error, una negligencia respecto a un delito de suplantación  de  identidad  de  los  datos  del  accionante,  a  razón  de  que  en  la sentencia  ejecutoriada,  ejecutada,  existió  omisión  por  parte  de  la  institución,  lo cual dio lugar a la vulneración de los derechos del demandante. En la decisión del tribunal,  se  acepta  el  recurso  de  apelación,  por  tanto,  se  revoca  la  sentencia impugnada y declara con lugar la demanda de acción de habeas data presentada por el demandante. 

Suscribiendo a los autores Valarezo, Ramón, & Freire, (2024), la implementación de la revisión en materia civil es necesaria para corregir injusticias producidas por errores en sentencias. Además, es beneficioso para el sistema judicial ecuatoriano y para la sociedad en general. 

En el Juicio No. 17371201900575 (2022) se presentó un recurso extraordinario de casación  en  concordancia  con  el  artículo  269  del  COGEP,  el  caso  analiza  la finalización  de  la  relación  laboral  por  despido  intempestivo.  No  obstante,  la accionante  voluntariamente  se  sometió  al  procedimiento  de  mediación,  ante  el Centro  de  Mediación  Laboral  del  Ministerio  de  Trabajo.  El  artículo  190  de  la Constitución  de  la  República  reconoce  la  mediación,  y  sus  efectos  de  sentencia ejecutoriada  y  de  cosa  juzgada.  Conforme  al  análisis  desarrollado  el  fallo,  no prospera la impugnación en casación. 
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Visto  lo  precedente,  existe  una  relación  estrecha  entre  la  cosa  juzgada  y  la ejecutoriedad  de  la  sentencia,  sin  embargo,  dichas  figuras  jurídicas  tanto  la sentencia ejecutoriada y la cosa juzgada, presentan ciertos elementos diferenciales en  cuanto  a  sus  efectos  alcanzados  dentro  del  proceso,  es  decir,  si  el  acto  ha alcanzado el fin al cual estaba destinado para garantizar la tutela judicial efectiva sobre el fondo que decida la controversia satisfactoriamente. 




CONCLUSIONES 

En  atención  al  propósito  de  realizar  un  análisis  breve  de  la  diferencia  entre sentencia  ejecutoriada  y  cosa  juzgada  en  el  COGEP,  debe  puntualizarse  que  la sentencia ejecutoriada es un título de ejecución (Art. 363, numeral 1) y la categoría de cosa juzgada es una institución procesal reconocida en el artículo 76 numeral 7, literal i) de la Constitución de la República del Ecuador, bajo el principio del non bis  in  ídem.  La  cosa  juzgada  se  presenta  bajo  dos  condiciones,  una  primera categoría denominada cosa juzgada formal se establece en el Art. 99 del COGEP. 

Mientras la segunda categoría se presenta como cosa juzgada material prevista en el Art. 101. 

Sustentado en lo antes expuesto, se concretan ciertas diferencias entre la sentencia ejecutoriada  y  la  cosa  juzgada,  pues  como  argumenta  Toussaint,  (2007)  la sentencia ejecutoriada se ejecutará tras cumplir ciertos requisitos de ley como la no existencia de recursos pendientes, por haber transcurrido  el lapso de tiempo establecido  para  interponerlos  u  otros,  mientras  que la  cosa  juzgada  constituye una cualidad especial asignada por la ley a algunas sentencias ejecutoriadas. 

De  este  modo,  se  establecen  diferencias  entre  los  efectos  de  la  sentencia ejecutoriada con autoridad de la cosa juzgada material y la sentencia ejecutoriada con  autoridad  de  la  cosa  juzgada  formal.  Así,  la  sentencia  ejecutoriada  con autoridad de la cosa juzgada material asume características de ser insusceptible e impone la imposibilidad de la apertura de un nuevo proceso, dado que pone fin a la controversia planteada en el juicio. Por otra parte, la sentencia ejecutoriada con autoridad de la cosa juzgada formal puede llegar a ser puesta en duda o discutible, en un proceso posterior para  conseguir un resultado  distinto al alcanzado en el primer juicio en el cual no se llegó a resolver el conflicto. 
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Existe  una  relación  estrecha  entre  la  cosa  juzgada  y  la  ejecutoriedad  de  la sentencia, sin embargo, dichas figuras jurídicas tanto la sentencia ejecutoriada y la cosa juzgada, presentan ciertos elementos diferenciales en cuanto a sus efectos alcanzados dentro del proceso, es decir, si el acto ha alcanzado el fin al cual estaba destinado para garantizar la tutela judicial efectiva sobre el fondo de mérito que decida la controversia satisfactoriamente. 
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